Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a considerar el segundo punto del Orden del Día: “Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes por el que se deroga la exoneración tributaria a los bienes 
inmuebles de los embalses de Salto Grande (Carpeta. 220/2006). 


El señor Senador Heber había solicitado que se incorporara al Orden del Día este proyecto de ley 
que refiere a la Contribución Inmobiliaria Rural y por el que se deroga el Decreto-ley N* 14.811, de 11 de 
agosto de 1978, disponiendo el cese de la exoneración del impuesto a partir del 1? de enero de 2006 sobre 
los predios ocupados por los embalses de las represas hidroeléctricas. 


Para referirse al tema tiene la palabra el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.-.Este proyecto de ley busca resarcir la pérdida del cobro de la Contribución Inmobiliaria 
que han generado los embalses de la Represa de Salto Grande y de la que está ubicada en Durazno. Me 
parece muy justo que a las Intendencias Municipales de esa zona se les haga el reintegro correspondiente 
por parte del Estado, ya que, por una decisión nacional de construir una represa, se les inundó esos 
terrenos y, como consecuencia, no están cobrando la Contribución Inmobiliaria Rural. Queda claro que no 
se trata de un tema partidario. 


Cabe agregar que, junto con el entonces señor Senador García Costa, redactamos este proyecto 
de ley en el período pasado pero no fue aprobado y ahora viene con media sanción -casi por unanimidad- 
de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR ALFIE.- A propósito de este proyecto de ley, recuerdo que en su momento se citó a UTE y también 
concurrió el doctor Guerra, Catedrático y profesor de Derecho, especialista en los temas agropecuarios, 
quien manifestó que esto planteaba problemas de definición y que no era algo sencillo de resolver. 
Entonces, tal como yo lo recuerdo, la Comisión decidió dejar el tema en suspenso. 


SEÑOR RUBIO.- En cuanto a este proyecto de ley, la Comisión en su momento entendió que había 
observaciones importantes, en algún caso de índole constitucional y en otros de parte de UTE por los 
perjuicios que le ocasionaría y, por tanto, decidió postergar su consideración, ya que en aquella 
oportunidad no se encontró una buena solución. Entonces, no estaría de acuerdo en que trabajáramos 
sobre la misma base, pero si hay alguna idea nueva se puede analizar. Reitero que en aquél momento 
llegamos a la conclusión que antes mencioné y ahora no veo que la iniciativa presente un contenido 
sustancialmente distinto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que sería prudente que hiciéramos las consultas pertinentes con las 
bancadas respectivas de la Cámara de Representantes. Adelanto que nosotros todavía no lo hemos hecho 
por lo que no estoy haciendo una recomendación a las demás bancadas, sino simplemente sugiriendo una 
posibilidad. Entiendo que esto sería bueno, porque evidentemente se ha generado un desacuerdo entre 
ambas Cámaras en relación a un tema que es realmente importante. Propongo que esclarezcamos las 
diferencias y los puntos de coincidencia entre ambos Cuerpos con respecto a esto y que volvamos a 
considerarlo más adelante. 


SEÑOR ABREU.- No tenía pensado intervenir en este tema, pero trabajamos en él e, incluso, hicimos 
algunas consultas. 


Esto tiene dos aspectos, uno jurídico y otro institucional político, sin perjuicio de lo relativo a los 
números que también sería un tercer aspecto a considerar, porque hay que determinar quién va a hacer 
frente a las compensaciones que se establecen en el proyecto. Desde el punto de vista jurídico se 
presentan algunas dudas y salvedades, planteadas incluso por el voto discorde del Partido Independiente, 
respecto a la aplicación del Código Civil y a la propiedad del dominio público, donde se plantea una 
discusión sobre quién es el sujeto pasivo del tributo y quién debe hacerse responsable de esta situación. 
Si bien no voy a abundar en este aspecto, me interesaba poder mencionarlo. 


En lo relativo al aspecto institucional, obviamente se está involucrando a UTE como persona 
pública y ente comercial del Estado, a otra institución como Salto Grande que es un ente binacional, sujeto 
de Derecho Internacional y a las Intendencias Municipales. Entonces, por el juego jurídico de identificación 


del sujeto pasivo y de quién se hace responsable, habría que ver quiénes son los beneficiarios y quiénes 
tienen que tomar esto a su cargo. Evidentemente, UTE -como cualquier institución del Estado- en este 
tema como en tantos otros, hace prevalecer mucho más la visión de empresa que la de su responsabilidad 
general. 


Quizás, el señor Presidente tenga razón en cuanto a que, entre nosotros, tendríamos que 
profundizar más en este asunto para tratar de dilucidar qué tipo de salida le encontramos a esta iniciativa, 
en la medida en que presenta todas estas implicancias jurídicas, políticas institucionales y, obviamente, 
también económicas. 


SEÑOR ALFIE.- Sobre este tema y repasando una versión taquigráfica de hace un año y unos meses, 
podemos observar que ya había problemas, incluso, con respecto a quién era el propietario de la tierra, si 
era UTE o el Estado y acerca de si UTE sólo tenía el usufructo del agua que estaba arriba del campo; eso 
todavía no estaba claro. Quizás sea buena la sugerencia planteada en el sentido de consultar, porque 
quizás haya respuestas para estas preguntas. Más allá de que podríamos analizar el tema, bien vale la 
pena averiguar un poco más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A propósito de lo mismo, hemos distribuido un proyecto firmado por los señores 
Diputados Gandini, José Carlos Cardoso y González Alvarez -de la Bancada del Partido Nacional- que 
también es un antecedente en la materia y creo que es bueno mencionarlo. 


Entonces, si estamos de acuerdo se realizarían las consultas pertinentes y, cuando sea 
oportuno, volveríamos a incluir el tema en el orden del día luego de haberlo estudiado en nuestras 
bancadas. Incluso, habría que ver si no es necesario hacer y reactualizar algunas consultas de orden 
técnico, como las que aquí han sido formuladas. 
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